
y que una vez más, a nuestro enten-
der, manifiesta la consideración del
legislador hacia la Administración,
incluida en este caso la instrumen-
tal, en sentido estricto según el tenor
del artículo, cuando se sirven de la
Abogacía del Estado para su defensa,
incluyendo la jurisprudencia, si bien
no es una opción compartida por la
doctora BOTO, a las empresas públi-
cas, posicionamiento que comparti-
mos con la autora. El privilegio del
fuero extensible a los organismos pú-
blicos, según dispone el artículo 15
de la Ley 52/1997, opera de manera
amplia, pues en este caso no se hace
depender de que la defensa se atri-
buya a los abogados del Estado, ni
tampoco en el caso de las EPE a que
se ciña a sus actuaciones de natura-
leza administrativa. Por otra parte,
el artículo 12 de la Ley 52/1997 exime
a los organismos públicos con cita
expresa, y por tanto hay que entender
que excluyendo a las sociedades mer-
cantiles estatales, «de la obligación
de constituir los depósitos, caucio-
nes, consignaciones o cualquier otro
tipo de garantía previsto en las le-
yes». Sin embargo, y al hilo de las
más reciente reformas legislativas,
apunta A. BOTO la introducción por la
LO 1/2009, de 3 de noviembre, de
una DA 15.ª en la que, en relación
con la constitución de «depósito para
recurrir», se «olvida» el legislador de
citar a las EPE y a las Agencias esta-
tales, desconociendo, por tanto, el te-
nor del precepto antes examinado.

En fin, se trata de una obra en la
que debe reiterarse el acierto del
tema escogido, de lectura interesan-
te, aunque compleja, que anima a
seguir leyendo en cada página. La
novedad de la cuestión abre nuevos
horizontes sobre un tema clásico del
Derecho administrativo y desvela la
inquietud de su autora, a pesar de

las dificultades que ello conlleva en
su estudio. La heterogeneidad y el
casuismo constatados incitan a ad-
vertir al legislador sobre la necesi-
dad de elaborar normas que apor-
ten seguridad jurídica al respecto,
con previsiones claras y coherentes y
adaptadas a las nuevas exigencias
sociales y jurídicas. No podemos
concluir sin destacar la importancia
que el estudio tiene para los ciuda-
danos, pues, efectivamente, oscuro
es el panorama que se presenta ante
un particular cuando se enfrenta a
uno de estos entes. En todo caso, va-
loramos que, según se desprende del
trabajo, al menos el uso de personas
jurídico-privadas por la Administra-
ción, aunque lícitamente dentro de
su potestad organizativa y con los lí-
mites impuestos por las normas, pa-
rece una opción con privilegios pro-
cesales en menos, de manera acer-
tada, pues si la Administración opta
por ello, porque es más flexible, es
nuestra opinión que su situación
ante los ciudadanos debe ser más
equitativa que cuando lo hace in-
vestida de «veste pública».

Marta OLLER RUBERT

Universidad Jaume I (Castellón)

GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús: La dignidad
de la persona, 2.ª ed., Civitas/
Thomson Reuters, Madrid, 2007,
354 págs.

En esta época convulsa en la que
la preocupación por lo económico
ha adquirido un protagonismo a ve-
ces casi excluyente, dirigir la aten-
ción a una obra como la que ahora
se comenta constituye, sin duda, un
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alivio. Bien está preocuparse, desde
la orilla de nuestro Derecho admi-
nistrativo, de los temas que se agi-
tan en el océano de la crisis econó-
mica que padecemos: la ordenación
bancaria y el papel de las Cajas de
Ahorro, la función de los órganos de
control económico, el redimensio-
namiento del sector público y la ra-
cionalización de las estructuras po-
líticas y administrativas... Pero olvi-
darnos por un momento de todas
esas preocupaciones (que no son
solo doctrinales, sino a veces exis-
tenciales), sin duda, representa libe-
rar nuestra cabeza de esa opresión
que nos atenaza de un tiempo a esta
parte. Dejar de pensar en esta nueva
crisis del Estado del Bienestar y vol-
ver la mirada hacia el hombre, el in-
dividuo, constituye un ejercicio de
profilaxis mental a veces necesario.
¡Quién sabe si parte de la situación
presente no trae causa de haber ol-
vidado a la persona, su dignidad, y
los derechos a ella inherentes!

Jesús GONZÁLEZ PÉREZ, autor cu-
yos meritos no necesitan glosa, pu-
blica ahora una segunda edición de
su ya conocida obra La dignidad de la
persona. La primera, de 1986, fue el
resultado de su ingreso en la Acade-
mia de Jurisprudencia y Legislación.
Y nada mejor que un foro que ante-
pone en su propia denominación los
valores del ordenamiento, expresa-
dos en boca del juez, al positivismo
de la norma escrita (para poner de
manifiesto que ese ordenamiento es,
ante todo, valores y principios) como
lugar de presentación de un discurso
que el autor ya calificaba como «po-
líticamente incorrecto» al tratar de
aludir a un pronunciamiento cons-
titucional, la dignidad de la persona,
defendiendo su interpretación y apli-
cación jurídicas a partir de su esen-
cia y fundamento, y no desde el equi-

distante positivismo que convierte a
esa declaración en un cascarón va-
cío desde el que es posible llegar a
soluciones aplicativas contrapuestas
entre sí e, incluso, que contradicen
radicalmente esa esencia del con-
cepto de la dignidad del hombre.

¿Qué ha motivado que, tras ven-
tiséis años después, Jesús GONZÁLEZ

PÉREZ haya considerado elaborar
una segunda edición de su obra? No
se trata de una nueva edición dedi-
cada a la mera actualización de da-
tos o acopio de más materiales. En
palabras del propio autor:

«Ante una legislación cada día
más en la línea del llamado “pro-
gresismo”, el Tribunal Constitu-
cional ha respondido con una
interpretación marcadamente po-
sitivista llegando a negar la exis-
tencia de derechos incuestiona-
bles inherentes a la dignidad o a
desnaturalizarlos, como ponen de
manifiesto luminosos votos par-
ticulares a algunas sentencias, im-
propias de tal nombre.

Son tan grandes los atentados
a la dignidad, que me he consi-
derado obligado a hacer una nue-
va edición de este libro, después
de tantos años, para denunciar le-
siones que se han cometido y se
siguen cometiendo a los derechos
a ella inherentes en todos los sec-
tores del Ordenamiento Jurídico.

Por todo ello, si incorrecta po-
líticamente era la primera edición
de este libro, más lo sea esta».

Por supuesto que esta segunda
edición incorpora las novedades nor-
mativas y jurisprudenciales de in-
evitable aparición tras esos ventiséis
años. También, cuando lo merecen,
las aportaciones doctrinales, jurídi-
cas o extrajurídicas que han visto la
luz en ese largo período de tiempo.
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En algún caso, se profundiza en te-
mas que en 1986 apenas empezaban
a ser esbozados, y que la realidad se
ha encargado de dotarles de mayor
contenido. 

El libro mantiene uno de los va-
lores de toda la obra del autor: pre-
tende ofrecer una perspectiva teórico-
doctrinal sobre la materia suficien-
temente completa, sistematizada y
sin «aditivos», sin excesos innecesa-
rios que a veces son tan frecuentes y
que tan poco aportan. Pero es al tiem-
po un tratado práctico, en este caso
de nada más y nada menos que de
los mecanismos jurídicos operativos
existentes para la defensa de la dig-
nidad humana y de cuantos derechos
traen causa directa de ese principio
(que el propio autor caracteriza como
principio general del ordenamiento).
Una descripción, por tanto, de los dis-
tintos sectores jurídicos en los que
opera ese principio o alguno de los
derechos inherentes al mismo, así
como de los mecanismos procesales
de su protección y defensa.

Precisamente esa perspectiva
práctica, sustentada en el estudio de
una muy amplia legislación nacio-
nal e internacional y de la jurispru-
dencia que la interpreta y aplica, nos
conduce a la conclusión, sin duda,
más aleccionadora de esta obra: por
una parte, el pesimismo por la defi-
ciente protección alcanzada de ese
derecho-principio, tanto en el ámbi-
to interno como en instancias inter-
nacionales, a la luz de los resultados
de las decisiones jurisprudenciales
analizadas. Pero, por otra, un atis-
bo de esperanza, nacido del hecho
de que el marco jurídico superior,
nacional e internacional, claramen-
te asume la dignidad de la persona
como un valor metajurídico (y no
como un mero concepto positivista),
al tiempo que establece algunos me-

canismos jurídicos de protección
que podrán ser más eficaces si en
un futuro algunas de las leyes que
el autor analiza se modifican o de-
rogan. Esperanza, pues, a pesar de
la denunciada pasividad de los po-
deres públicos a la hora de aplicar
sus propias declaraciones solemnes
(La dignidad de la persona ha sido
sacralizada del modo más solemne
en Declaraciones y Pactos interna-
cionales, Constituciones y leyes de
casa Estado. En la Historia de la Hu-
manidad, jamás un valor fundamen-
tal alcanzó tal grado de adhesión, ni
más cuidada regulación en los Dere-
chos positivos, ni tantas organiza-
ciones para velar por su respeto y pro-
tección. La realidad, sin embargo, no
puede ser más desesperanzadora...);
el hecho de que estas subsistan,
como también sus mecanismos de
aplicación, abre la puerta a que al-
gún día terminen por ser puestas en
práctica. El camino, en cualquier
caso, es largo. Y para ello, precisa
el autor, es necesario que el hombre
recobre la conciencia del puesto que
le ha sido asignado en el mundo por
el Creador.

Íñigo MARTÍNEZ DE PISÓN APARICIO

Universidad Complutense

GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, y GONZÁLEZ

NAVARRO, Francisco: Comentarios
a la Ley de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Co-
mún, 5.ª ed., Ed. Thomson Reu-
ters, Madrid, 2012, 2.402 págs.

1. Vivimos en tiempos de co-
mentarios y comentaristas. Los ca-
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